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El Congreso prevé aprobar hoy el Pacto 
contra la Violencia de Género con los 
únicos votos en contra de la u ltraderecha

Más protección 
a los menores y 
una definición de la 
agresión económica

ISABEL VALDÉS 
Madrid

El día que nació el Pacto de Estado 
contra la Violencia de Género, el 
28 de septiembre de 2017, la ultra- 
derecha no ocupaba aún escaños, 
el feminismo estaba en plena ex-
plosión, no se había extendido el 
negacionismo de la violencia ma- 
chista ni existía la contrarreacción 
en bloque a los enorm es pasos 
que el movimiento de las mujeres 
estaba dando. Por eso y por todo 
el contexto social que envuelve a 
la renovación de ese pacto, quizás 
lo más importante, lo esencial de 
ese nuevo docum ento con 462 
medidas, sea el consenso.

En 2017 se aprobaron 213 pun-
tos con 278 votos a favor y 65 abs-
tenciones, la de los diputados y 
diputadas de Unidas Podemos y 
algunos del Grupo Mixto, que no 
es que no estuviesen de acuer-
do con hacer frente a la violencia 
desde las instituciones, sino que 
exigían más a ese documento. El 
nuevo pacto se someterá hoy a la 
votación del Pleno y, en princi-

pio, las únicas negativas serán las 
de los 33 escaños pertenecientes 
a la ultraderecha, que se opone 
de forma “frontal” a este acuer-
do, en palabras de su portavoz, 
Rocío Aguirre Gil de Biedma, du-
rante la última sesión de la Comi-
sión en la que se fijó el texto final.

Aquí, algunas de las medidas 
clave del nuevo texto del Pacto de 
Estado contra la Violencia de Gé-
nero.

•  V iolencia v icaria. Aunque ya 
el término está incluido en la Ley 
contra la Violencia de Género de 
2004 y fue ampliado a través de la 
Ley de Libertad Sexual, proponen 
incluir como víctimas de violen-
cia de género a aquellos menores 
que son víctimas de violencia vi-
caria tras la ruptura de la convi-
vencia familiar, con ocasión de los 
regímenes de visitas; también la 
garantía de “formación especiali-
zada, inicial y continua” para to-
dos los profesionales que tengan 
un contacto habitual con los niños 
y adolescentes víctimas; o la facili-
tación de la denuncia en sede po-

licial a  los menores, “adaptando” 
los servicios, las dependencias, al 
personal y la metodología con la 
que recogen sus testimonios.

•  P ro tecció n  de ios m en o res.
También relacionado con niños, 
niñas y adolescentes, los grupos 
políticos proponen “perfeccio-
n ar los sistem as de valoración 
del riesgo de la violencia de gé-
nero para adaptarse a las vícti-
mas menores de edad”, por ejem-
plo, creando indicadores especí-
ficos sobre la violencia vicaria, 
que pueden ser, entre otras, “la
existencia de denuncias previas 
de violencia contra la m adre, la 
intervención anterior de los ser-
vicios sociales en situaciones de 
conflicto familiar, el alcoholismo 
o la drogadicción del padre, las 
incidencias previas en el cumpli-
miento del régimen de visitas, el 
carácter violento del padre en ca-
so de que existan denuncias por 
agresiones del padre a terceros o 
el uso o posesión de armas”.

•  P ro tec c ió n  d e  las  m u je re s  
v íc tim as. En los últim os años, 
el análisis de los asesinatos por 
violencia machista ha dejado ver 
algunas grietas en el sistema. Así, 
el pacto recoge cuestiones muy 
concretas frente a esto, por ejem-
plo, ex tender la prohibición de 
tener arm as “no sólo al delito de 
lesiones como hasta ahora, sino 
tam bién a las coacciones o ame-
nazas”; que haya “consecuencias” 
cuando las órdenes de alejamien-
to se incumplan repetidam ente, 
“como el uso de los instrum en-
tos de vigilancia electrónica”; o 
“protocolos de actuación p ara 
las fuerzas y cuerpos de seguri-
dad del Estado respecto a las me-
didas de investigación y protec-
ción policial sin denuncia de la 
víctima”, e incluso cuando no ha-
ya orden de protección para po-

E1 acuerdo insiste 
en la coordinación y 
comunicación entre 
las instituciones

Una ley incorporará 
mecanismos 
contra la trata y la 
explotación sexual

der proteger a la m ujer “o vigilar 
al presunto agresor cuando ven 
indicios de violencia de género”.

•  V iolencia eco n ó m ica . Esta 
forma de violencia tam bién apa-
rece ya en la ley de 2004 —inclui-
da a través de la ley del solo sí es 
sí—, pero ahora, lo que los gru-
pos piden es reconocer, regular 
y definirla en el derecho de esta 
forma: “Acción de limitar, supri-
m ir o controlar, de manera injus-
tificada e intencionada, el acceso 
de las mujeres a los recursos eco-
nómicos de la familia, de la pare-
ja  o propios, así como de reducir 
o anular su capacidad económi-
ca presente o futura para m an-
tenerse a sí mismas, a sus hijas 
e hijos, o para continuar con sus 
hábitos anteriores”.

•  Ley co n tra  la tra ta . Aparen-
tem ente paralizada después de 
que se recuperara del cajón en 
el que estaba el 8 de m arzo del 
pasado año, una de las medidas 
del pacto es la “aprobación de la 
Ley Orgánica integral contra la

tra ta  y la explotación de seres 
hum an o s”, con “m ecanism os 
adecuados p ara la prevención, 
el refuerzo de la persecución de 
oficio del delito” y con todas las 
herram ientas necesarias para la 
recuperación de las víctimas y las 
“alternativas económicas, labo-
rales y sociales” que requieran.

También respecto a las víc-
timas de tra ta  y explotación se-
xual propone “modificar la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal para 
extender la prueba preconstitui-
da” a estas mujeres; es decir, que 
graben su p rim era declaración 
con todas las garantías para que 
sirva a lo largo del proceso y no 
tengan que volver a testificar.

•  V iolencia digital. En este ám -
bito el pacto incide tam bién en 
los m enores, uno de los grupos 
etarios donde más está crecien-
do la violencia machista, tanto en 
víctimas como en perpetradores. 
Proponen, por ejemplo, que se 
apruebe la ley de protección de 
los menores en los entornos digi-
tales; que se exija “el certificado 
negativo de delitos de naturale-
za sexual a cualquier persona que 
vaya a acceder a profesiones, ofi-
cios o actividades que impliquen 
contacto habitual con personas 
menores de edad, aun cuando es-
ta actividad se desarrolle de ma-
nera íntegram ente Online?'-, o que 
se sancione a “quienes, sin auto-
rización de la persona afectada 
y con ánimo de m enoscabar su 
integridad moral, difundan, ex-
hiban o cedan su im agen cor-
poral o audio de voz generada, 
modificada o recreada m edian-
te sistem as automatizados, sof- 
twares, algoritmos, inteligencia 
artificial o cualquier otra tecno-
logía, de modo que parezca real, 
simulando situaciones de conte-
nido sexual o gravemente vejato-
rias (deepfakes)”.

•  La coordinación. La coordina-
ción y la comunicación entre las 
distintas instituciones es algo que 
el pacto recoge de forma profusa 
y algo en lo que en las sesiones de 
trabajo, por parte de las expertas 
que participaron y también de los 
grupos políticos, se insistió. Está 
en la medida sobre la revisión de 
“los protocolos judiciales con el 
fin de que los Juzgados comuni-
quen a los puntos de coordina-
ción de las órdenes de protec-
ción u órganos con funciones si-
milares” todos los movimientos 
que haya en torno a un caso, co-
mo los autos de sobreseimientos 
provisionales, los fallos absoluto-
rios y las sentencias de modifica-
ción de medidas.

O tam bién  en el punto  que 
alude a “avanzar en la interope- 
rabilidad de los sistem as para 
que siempre que exista un proce-
dimiento de violencia de género 
se lleve a cabo una anotación en 
el Sistema de Registros Adminis-
trativos de Apoyo a la Adminis-
tración de Justicia”, es decir, que 
a ese sistema central del Ministe-
rio de Justicia, entre toda la in-
formación necesaria para que no 
haya desconocimiento por parte 
de ninguna administración de un 
caso de violencia de género.


